El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 22 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede amparo

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00765-00

Accionante: 
JORGE ENRIQUE CASTRO GARCÍA
Accionado:
REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 
DERECHOS A LA PERSONALIDAD JURÍDICA, DEFENSA Y AL DEBIDO PROCESO / TRAMITE DE DOBLE CEDULACIÓN SIN VINCULACIÓN DEL INTERESADO. En el caso concretó está demostrado que por Resolución No.  7434 de 2014, el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil canceló, por doble cedulación, la distinguida con el No. 94.462.394, a nombre de Jorge Enrique Castro García, y que en este momento se encuentra vigente la No. 15.919.287, a nombre de Juan Diego García Ramírez. (…) En el auto por medio del cual se admitió la acción, se solicitó a los Registradores Nacional del Estado Civil y Delegado para el Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación, remitir copia del referido acto administrativo, de las constancias de su notificación y ejecutoria, de los recursos que se hubiesen interpuesto contra él y de las decisiones que los resolvieron. Tal orden no se acató. Esa conducta negativa, junto al hecho de que los citados funcionarios dejaron de refutar la afirmación del actor relativa a que nunca le fue notificado trámite administrativo alguno relacionado con la cancelación de su cédula de ciudadanía, permite tener por cierto que no se garantizó al accionante el derecho a un debido proceso y que se adelantó sin que se le hubiese otorgado la oportunidad de ser escuchado y de ejercer su derecho de defensa. En esas condiciones, como lo explica la jurisprudencia que sirve de fundamento a este fallo, se desconoció el derecho de defensa del demandante y por ende, se violaron sus derechos a un debido proceso y a la personalidad jurídica.
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Acta No. 426 del 22 de agosto de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00765-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Jorge Enrique Castro García contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la que fueron vinculados el Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Nació el 9 de julio de 1974 en el municipio de Caicedonia, Valle del Cauca y fue registrado con el nombre de Jorge Enrique Castro García, tal como lo demuestra su registro civil de nacimiento.
1.2 Tiene dos hijos inscritos ante la Registraduría Nacional del Estado civil, como lo demuestran los indicativos seriales respectivos; tiene pasaporte vigente No. AM686041, con el que ha entrado y salido del país, sin problema alguno; se afilió a la Federación Nacional de Cafeteros, en el que figura el número de la cédula ya citada; este y su nombre aparecen en su licencia de conducción y en la licencia de tránsito, como propietario del vehículo de placa CGD 006.

1.3 Posee una cuenta de ahorros en Bancolombia, la que se encuentra en estado de investigación ya que “con contraseña no puedo adelantar ningún trámite”.

1.4 El 4 de enero de 2013 instauró denuncia por pérdida de su cédula de ciudadanía, con el fin de adelantar los trámites necesarios para obtener su duplicado, pero le informaron que su solicitud no podía ser procesada.
1.5 Al verificar sus antecedentes disciplinarios a través de la página web de la Procuraduría, se indica que esa información no está disponible por doble cedulación, según reporte de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
1.6 Por esa circunstancia, según certificado No. 1940026624, su documento de identidad fue cancelado mediante Resolución No. 7434 de 19 de mayo de 2014.
1.7 Nunca ha sido notificado de trámite administrativo alguno, relacionado con la cancelación de su cédula de ciudadanía.

1.8 La falta del documento de identificación le ha impedido acceder a los servicios de salud, ejecutar actos sobre los bienes de su propiedad, realizar operaciones bancarias, transitar libremente y ejercer su actividad económica, con la cual sostiene a su familia.   
2. Considera lesionados sus derechos a la personalidad jurídica, al buen nombre, al hábeas data, al debido proceso y al libre desarrollo de la personalidad, a la libre locomoción y a la salud. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada expedirle su contraseña, certificado de vigencia de su cédula de ciudadanía y este documento de manera definitiva.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 8 de agosto se admitió la acción contra el Registrador Nacional del Estado Civil, se dispuso la vincular al Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación de esa entidad y se les requirió para que remitieran copia del acto administrativo por medio de la cual se canceló, por doble cedulación, el documento de identidad No. 94.462.394 del accionante, junto con las constancias de su notificación y de ejecutoria, los recursos que contra esa decisión se hubieren propuesto y las decisiones que los resolvieron.

2. Solamente se pronunció el Registrador Nacional del Estado Civil, por intermedio de la Jefe de la Oficina Jurídica, para indicar que la función de preparación, actualización, validación, producción y envío de las cédulas de ciudadanía fue asignada al Delegado para el Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación, de acuerdo con las normas que transcribe. Luego manifestó que el proceso de producción de documentos de identidad, que se realiza en la Registraduría de manera centralizada, requiere la validación y cotejo de los datos biográficos y de huellas de los ciudadanos, para evitar suplantaciones o doble cedulación. 
En este caso, de conformidad con lo informado por la Dirección Nacional de Identificación, el accionante solicitó la expedición de su cédula de ciudadanía, por primera vez, el 13 de octubre de 1988 en la Registraduría de Riosucio, ante la que manifestó llamarse Juan Diego García Ramírez con ocasión a lo cual le fue expedido el documento de identidad No. 15.919.287, el que se encuentra vigente. Sin embargo, de conformidad con cotejo dactiloscópico, se pudo determinar que el 30 de noviembre de 1998 volvió a adelantar ese mismo trámite en la Registraduría de Caicedonia, en la cual dijo llamarse Jorge Enrique Castro García y se le asignó la cédula No. 94.462.394, la que, por tanto fue cancelada por doble cedulación, de acuerdo con los artículos 67 y 68 del Decreto 2241 de 1986, mediante Resolución No. 7434 de 2014, suscrita por el citado Director Nacional de Identificación.     
Agregó que de acuerdo con lo informado por la Coordinación del Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Registro Civil, para expedir la cédula No. 94.462.394, a nombre del señor Jorge Enrique Castro García, se tuvo en cuenta el registro de nacimiento autorizado por la Registraduría de Caicedonia el 25 de noviembre de 1998, en el que aparece que nació el 9 de julio de 1974 y que sus padres son Blanca García Sánchez y Jairo Castro Restrepo, mientras que para la expedición de la No. 15.919.287, a nombre de Juan Diego García Ramírez, se tomó como referencia el registro civil de nacimiento inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Medellín en el que consta que esa persona nació el 9 de julio de 19701 (sic). Concluyó que como la cancelación procede cuando se trata de inscripciones que cuenten con los mismos datos biográficos “(en este caso difiere la filiación, fecha de nacimiento lo cual altera el estado civil)”, el interesado debe acudir a la vía judicial.

Indica que por esas razones, el actor debe comparecer a la Registraduría más cercana a su lugar de residencia para que le sea tomada la reseña de plena identidad y rinda versión libre sobre los hechos; además, deberá aportar copia de su registro civil de nacimiento, de los documentos de identidad de sus padres y de otros documentos que acrediten “el uso continuo del cupo numérico pretendido”; ello, para investigar lo ocurrido con las inconsistencias entre las citadas cédulas de ciudadanía, luego de lo cual la Dirección Nacional de Identificación procederá a confrontar las impresiones dactilares respectivas para así garantizarle su plena identidad.

Solicitó negar el amparo por falta de vulneración de derechos y se conceda un plazo de treinta días, a partir de la toma de la reseña de la plena identidad, a efecto de adelantar las gestiones necesarias para aclarar el caso.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad accionada lesionó alguna de las garantías fundamentales de que es titular el actor, con la decisión de cancelar, por doble cedulación, el documento de identidad que según él le ha servido para ejercer sus derechos como ciudadano.

3. Para definir la cuestión, es menester empezar por destacar la importancia de la cédula de ciudadanía como medio de identificación de las personas, que además las faculta para ejercer sus derechos civiles y políticos, como lo ha explicado en abundante jurisprudencia la Corte Constitucional
.

Los alcances de ese documento tienen profunda incidencia en la vida personal de los individuos porque constituye el presupuesto necesario para ejercer tales derechos y por esa razón, la Registraduría Nacional del Estado Civil, competente para expedirla, debe atender con especial esmero ese deber; también lo relacionado con cualquier asunto que impida al ciudadano obtenerla, que incluye la figura de la doble cedulación, aspecto este último que analizó la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2011, argumentos que replica en la T-063 de 2016, que por ofrecer semejanza con el asunto que ocupa la atención de este Tribunal, servirán de fundamento para resolverlo.

En los fallos traídos a colación, consideró que procede la tutela como mecanismo de protección para cuestionar actuaciones de la Registraduría Nacional del Estado Civil, cuando con estas se obliga a un ciudadano a utilizar una cédula de ciudadanía que no refleja de forma acertada algunos de los atributos de su personalidad, como ocurre en los casos de la cancelación inconsulta de los documentos de identidad por doble cedulación, situación que califica de grave, porque su prolongación afecta derechos como la personalidad jurídica y dificulta su identificación, con lo cual se puede entorpecer de forma relevante el libre desarrollo de su personalidad, su relación con el Estado y con los demás particulares, lo que ocasiona un perjuicio inminente. 

Al referirse a la competencia de la Registraduría para cancelar cédulas de ciudadanía por múltiple cedulación, expresó:

“7. Así las cosas, la competencia con la cual cuenta la Registraduría Nacional del Estado Civil, de proceder a cancelar cédulas de ciudadanía en caso de múltiple cedulación, puede comprometer al menos hasta cierto grado el reconocimiento de la personalidad jurídica del titular de los documentos. Porque aunque esa competencia está asignada de modo expreso por el artículo 67 del Decreto ley 2241 de 1986 (Código Electoral)
, y es un instrumento valioso al servicio de la Organización Electoral para alcanzar el cometido constitucional de organizar “lo relativo a la identidad de las personas” (C.P., art. 120), lo cierto es que se trata de una facultad ejercida por humanos. Y, como en cualquier asunto humano, en la cancelación de una o más cédulas de ciudadanía pueden cometerse errores. La Registraduría Nacional del Estado Civil no está exenta de equivocarse. Y nada impide que el resultado de ese error conduzca, precisamente, a violar el derecho a la personalidad jurídica del titular de los documentos. De hecho, es posible que así ocurra, por ejemplo, cuando la Registraduría Nacional del Estado Civil cancela una o más cédulas de un mismo titular, pero le deja vigente una que, según el interesado, no refleja los atributos de su personalidad…”
.

Al analizar el procedimiento para cancelar una cédula de ciudadanía, en el evento de presentarse múltiple identificación, consideró que la persona afectada debe contar con una oportunidad para ser oído, antes de que la Registraduría adopte, al respecto, una decisión de fondo. Así expresó:

“… la cancelación de una cédula de ciudadanía constituye una actuación de la Administración que puede afectar los derechos de una persona y por lo tanto, durante este procedimiento se debe brindar la posibilidad al titular de dicho documento de que pueda efectuar algún pronunciamiento respecto de las circunstancias que estén siendo investigadas.

4.6.3. Para fundamentar este argumento, la Sala Primera de Revisión consideró que el derecho a ser oído constituye una garantía que se deriva de preceptos superiores contenidos en el artículo 29 de la Carta y del artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que se extiende a todas las actuaciones judiciales y administrativas.

De acuerdo con ello, estimó que al actor “debía serle respetado el debido proceso, y más específicamente el derecho a contar con una oportunidad para ser oído, por más que se tratara de un procedimiento surtido por una autoridad administrativa (Registraduría Nacional del Estado Civil), pues era un trámite que tenía la potencialidad de afectar, la determinación de los atributos de su personalidad (su personalidad jurídica)”.

4.6.4. De la misma manera, sostuvo, que este derecho tiene que garantizarse antes de que disponga la cancelación de la cédula ciudadanía, pues el riesgo de que “aun de buena fe”, el funcionario que adelante este procedimiento cometa un error y afecte el derecho a la personalidad jurídica de su titular, constituye “un motivo suficiente para concluir que en el trámite de cancelación de cédulas debe respetársele al titular de el o los documentos de identidad, próximos a cancelarse, el derecho al debido proceso, en su dimensión expresamente estatuida del derecho “a ser oíd[o]”.
4.6.5. La Sala admitió que existe un vacío
 en el código electoral, en el sentido de que no prevé la posibilidad de que, en los casos en los cuales la cancelación de la cédula de ciudadanía opera de manera oficiosa por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, se permita al ciudadano titular del respectivo documento, ejercer su derecho a “ser oído” antes de que se adopte una decisión. Sin embargo, consideró que esta normatividad sí establece esa oportunidad “para la cancelación rogada de cédulas”. En este sentido, el artículo 73 establece lo siguiente:

“La impugnación de la cédula de ciudadanía puede hacerse al tiempo de su preparación o después de expedida. En ambos casos el Registrador del Estado Civil exigirá la prueba en que se funda la impugnación, oirá, si fuere posible, al impugnado, y, junto con su concepto sobre el particular, remitirá los documentos al Registrador Nacional del Estado Civil, para que éste resuelva si niega la expedición de la cédula o si cancela la ya expedida”.

4.6.7. Para la Sala Primera de Revisión, este “silencio normativo” no conlleva necesariamente a que se interprete la norma en el sentido de que el legislador no estableció la posibilidad de ser oído durante el trámite oficioso de cancelación de cédulas de ciudadanía, sino que permite además, considerar que la posibilidad de escuchar al afectado por dicho trámite en esta clase de trámites así como en los procedimientos relativos a la “cancelación rogada”.

…
4.7. En suma, la Registraduría Nacional del Estado Civil tiene la facultad de cancelar una cédula de ciudadanía cuando existe doble cedulación, entre otras causales que han sido enunciadas taxativamente en el artículo 67 del Código Nacional Electoral. Sin embargo, durante este trámite debe garantizarse el respeto al debido proceso al titular del respectivo documento de identificación, lo cual se materializa a través de la oportunidad de que aquél pueda pronunciarse respecto de la situación fáctica materia de investigación, antes de que se adopte una decisión respecto del documento que se cancelaría y el que se dejaría vigente.”
Es claro entonces que resulta contrario a la Constitución Política, dejar de escuchar a la persona que resulta afectada con una decisión que adopta la Registraduría Nacional del Estado Civil, en el trámite administrativo que se adelante por doble cedulación, pues en tal caso se desconoce el debido proceso administrativo.
En el primero de los referidos fallos, para proteger el derecho al debido proceso que encontró vulnerado, dejó sin efectos la resolución de la Registraduría Nacional del Estado Civil, que canceló una de las cédulas del demandante sin oírlo, y dispuso hacerlo, para lo cual impartió las órdenes respectivas, aunque negó la solicitud que elevó para ordenar a la misma entidad dejar vigente la cédula de ciudadanía que solicitaba el peticionario porque en tal forma sería posible habilitar la expedición de un documento de identidad que refleje de manera distorsionada la identidad jurídicamente oponible de una persona.

4. En el caso concretó está demostrado que por Resolución No.  7434 de 2014, el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil canceló, por doble cedulación, la distinguida con el No. 94.462.394, a nombre de Jorge Enrique Castro García
, y que en este momento se encuentra vigente la No. 15.919.287, a nombre de Juan Diego García Ramírez
.

De conformidad con lo informado por la Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil, esa decisión se adoptó en razón a que del cotejo de las impresiones dactilares contenidas en ambos documentos, se pudo establecer su completa similitud. 
En el auto por medio del cual se admitió la acción, se solicitó a los Registradores Nacional del Estado Civil y Delegado para el Registro Civil y la Identificación y al Director Nacional de Identificación, remitir copia del referido acto administrativo, de las constancias de su notificación y ejecutoria, de los recursos que se hubiesen interpuesto contra él y de las decisiones que los resolvieron. Tal orden no se acató.
Esa conducta negativa, junto al hecho de que los citados funcionarios dejaron de refutar la afirmación del actor relativa a que nunca le fue notificado trámite administrativo alguno relacionado con la cancelación de su cédula de ciudadanía, permite tener por cierto que no se garantizó al accionante el derecho a un debido proceso y que se adelantó sin que se le hubiese otorgado la oportunidad de ser escuchado y de ejercer su derecho de defensa. 

En esas condiciones, como lo explica la jurisprudencia que sirve de fundamento a este fallo, se desconoció el derecho de defensa del demandante y por ende, se violaron sus derechos a un debido proceso y a la personalidad jurídica.

Así las cosas y acogiendo el precedente constitucional referido, se  concederá el amparo solicitado y se dejará sin efecto la Resolución No. 7434 de 2014, en cuanto canceló la cédula de ciudadanía No. 94.462.394 de Caicedonia, cuyo número se asignó al accionante; en un término de cuarenta y ocho horas, deberá advertirle al citado señor que adelantará procedimiento para cancelar al menos uno de los números de las cédulas de ciudadanía que se le han asignado y le otorgará la oportunidad para ser oído y solicitar pruebas, producido lo cual, adoptará de nuevo la decisión que corresponda en un plazo no mayor de sesenta días, aplicando por analogía el artículo 74 del Código Electoral, que consagra tal término para resolver lo relacionado con la impugnación de que puede hacer uso cualquier persona, en relación con las pruebas en que se fundó la negativa a la expedición de la cédula, o la cancelación de la misma, para obtener nuevamente tal documento.

5. No se impondrá orden alguna al Registrador Nacional del Estado Civil y al Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación, quienes no han lesionado el derecho de que se trata, pues es el Director Nacional de Identificación el competente para resolver el asunto, tal como se infiere de lo acreditado en este trámite.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger los derechos a la personalidad jurídica, de defensa y al debido proceso del señor Jorge Enrique Castro García. 

SEGUNDO: Declarar sin efectos lo dispuesto en la Resolución No. 7434 de 2014, en cuanto canceló la cédula de ciudadanía No. 94.462.394 de Caicedonia, que le fue asignada al señor Jorge Enrique Castro García.

TERCERO: Se ordena al Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil en un término de cuarenta y ocho horas, adelantar procedimiento, previa notificación al accionante, para cancelar al menos uno de los números de las cédulas de ciudadanía que se le han asignado al actor y le otorgará la oportunidad para ser oído y solicitar pruebas, producido lo cual, adoptará de nuevo la decisión que corresponda en un plazo no mayor de sesenta días.
CUARTO: No se impone orden alguna al Registrador Nacional del Estado Civil ni al Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación.
QUINTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

(Vienen firmas de sentencia de primera instancia proferida en la tutela 66001-22-13-000-2017-00765-00)

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Con aclaración de voto)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Ver entre otras las sentencias T-964 de 2001, T-684 de 2004, T-042 de 2008 y T-366 de 2015


� Sobre la causal de múltiple cedulación, dice el artículo 67 del Código Electoral: “[S]on causales de cancelación de la cédula de ciudadanía por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, las siguientes: (...) b) Múltiple cedulación”.


� T-006 de 2011, Magistrada Ponente: María Victoria Calle Calle.


� A partir de la existencia de esta laguna normativa esta Sala consideró: “Concebir el ‘silencio’ legal como una laguna, es equivalente pues a exigirle al operador judicial, en este caso a la Corte Constitucional, que adelante una operación interpretativa tendiente a colmarla como lo dispone la ley; es decir, por la vía de aplicar las normas que regulan casos semejantes (analogía). En esta oportunidad, eso significaría aplicar el artículo 74 del Código Electoral, que regula el procedimiento de cancelación rogada de cédulas, al proceso de cancelación oficiosa de las mismas, en tanto es el que reglamenta un caso similar”.


� Folio 40 vuelto. Si bien allí consta un reporte de consulta y no el acto administrativo como tal, en la contestación de la demanda, la Registraduría confirmó que esa Resolución fue expedida en ese año por el Director Nacional de Identificación 


� Folio 32
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